GRUPO 3. Avances y limitantes en la protección integral de VdT, testigos y otras personas  intervinientes en el proceso: ¿cómo pasar de las palabras a los hechos?
Se comenzó con una introducción y orientación por parte del moderador sobre la dinámica y temática a seguir:

PRIMERA REFLEXIÓN

Acerca de si la situación de protección o asistencia a las víctimas dependen de si ellas colaboran o no en el proceso judicial. 

Para ello el grupo partió de una consideración real: en algunas legislaciones ocurre que el testigo o víctima deben de ser necesariamente un sujeto procesal, que deben rendir algún tipo de declaración obligatoria y bajo esa participación es que se vuelven además sujetos de protección. De alguna manera ello crea inseguridad en la víctima porque sabe que no recibirá protección si no colabora. Se invitó a los presentes a reflexionar si ello es así en cada país.

Se hace la distinción que por supuesto que al existir una denuncia, la víctima se convierte en sujeto procesal, pero ello no necesariamente es así cuando no exista la denuncia. Se expuso que en la mayoría de países representados en la mesa no se considera el apoyo o protección para víctimas que no sean sujetos procesales, ya que la mayoría de legislaciones se han elaborado sobre la base de una especie de cooperación que brinda la víctima a la investigación, entendiendo que esa colaboración consiste en su testimonio y/o denuncia. 
En Costa Rica y El Salvador por ejemplo, es causa de exclusión de los programas de protección la no colaboración de la víctima con las autoridades, aunque en Costa Rica se añada el calificativo de una negativa injustificada de la víctima. En República Dominicana la protección a las víctimas de trata está contemplada en su legislación, pero no existe una alusión clara a si la ley se refiere a  víctimas que testificarán judicialmente o no. En México no existen tampoco medidas  de protección para las víctimas no denunciantes, aunque los organismos intentan algunos mecanismos de protección. Lo que sí tiene la legislación mexicana son las medidas de emergencia, pero referidas a las víctimas que son sujetos procesales.

La excepción es Guatemala, cuya legislación si tiene prevista la protección para las víctimas, independientemente si van a declarar en juicio o no. Es más, un comité especializado evalúa la situación y a la víctima de cada caso que se somete para protección y puede recomendarle que no declare, independientemente del rumbo que lleve el proceso judicial. También se señaló que en un grupo muy reducido de casos, el gobierno de Canadá apoyó albergando a testigos en su territorio para que pudieran rendir su testimonio, aunque ello no fue en un caso de Trata de Personas, sino con ocasión de otro delito.   

Por otra parte, los países –a excepción de México— tienen leyes de protección de víctimas y testigos y en el caso de República Dominicana se tiene un apartado especial en la ley que regula la Trata de Personas, siendo la única legislación especial propia para este delito. Los demás que cuentan con normativa de protección, la refieren de manera general, para víctimas y testigos de cualquier delito.

Resaltó también el hecho del constante y permanente apoyo que las autoridades solicitan a instituciones de la sociedad civil. En muchos casos se busca el apoyo de ONG para poder atender a las víctimas, ya sean éstas sujetos procesales o no. Ello de alguna manera evidencia que las autoridades están conscientes de la problemática y buscan una alternativa positiva para las personas victimizadas. 

Por otra parte, se tiene que pese a la existencia de leyes de protección de víctimas y testigos en muchos países, los mecanismos y logística de protección son escasos, debido sobre todo a la carencia de recursos, ello vuelve a los programas de protección en débiles, incompletos y ello por supuesto que genera problemas de credibilidad y acrecienta el temor para denunciar los hechos. No hay condiciones apropiadas para la protección, ni a nivel de seguridad, mucho menos en otros ámbitos de atención integral. 

 En los casos de El Salvador y Panamá incluso existe una tendencia a tener un mayor número de casos de protección de testigos que de víctimas y en el caso panameño las víctimas que más se protegen son de hechos relacionados a la violencia intrafamiliar. 

En virtud de todo lo anterior se plantean como alternativas para enfrentar estos desafíos los siguientes:

· Hay que fortalecer y dotar de recursos a los programas ya existentes de protección para víctimas.  

· Hay que tener programas estatales orientados a atender también a las víctimas que no deseen colaborar con las autoridades y apoyarles por razones humanitarias, no por interés procesal de ganar un caso.
· Continuar y profundizar los vínculos con ONG que puedan brindar apoyo en los casos que el Estado no pueda cubrir las necesidades de protección.

· Para el asunto presupuestario, que para el grupo resultó ser el problema principal para una adecuada protección se planteó como alternativa que se intente incluir a la protección para víctimas y testigos como un destino de los fondos provenientes de incautaciones de bienes a los tratantes de personas o a otras formas delictivas. Ya existen experiencias de este tipo de legislación, principalmente en Costa Rica y Nicaragua. Pero también se sugirió la creación de un fondo inicial estatal para esta atención y protección de víctimas y que el mismo se vea fortalecido por los bienes provenientes de incautaciones, pero no esperar a las incautaciones para destinar un presupuesto para atender el problema.
· Debe también planificarse una estrategia clara en la que la atención de las víctimas sea una parte importante en las políticas del Estado, para que se dificulte menos la consecución de algunos recursos.    

· Debe aprovecharse que este delito se puede perseguir de oficio y por tanto promoverse la investigación proactiva en lugar de la investigación “victimocéntrica”, ello reduciría el número de personas víctimas que necesiten protección. 

SEGUNDA REFLEXIÓN: 

Los testigos se protegen y las víctimas únicamente se asisten o atienden: en materia de trata de personas, ¿es esta una afirmación correcta? Determine y desarrolle  3 aspectos importantes que reducen o eliminan la efectividad de un programa de  protección de víctimas y testigos, cómo resolverlos desde el plano jurídico operacional??

En muchos casos las víctimas deben ser protegidas además de asistidas o atendidas y en el delito de Trata de Personas se da esa situación. Esta reflexión está íntimamente ligada a la anterior, por lo que las propuestas siempre giran en torno a buscar: la existencia de leyes y mecanismos de protección para los países que no la tienen, el funcionamiento óptimo de las leyes y mecanismos que ya existen, pero se advierte que el problema sigue siendo presupuestario pues las leyes quedan bonitas en el papel, pero no en la práctica. 
Podría intentarse legislar en la materia indicando de manera taxativa de cuáles impuestos se obtendrán los fondos para la protección de víctimas y testigos. Hay ya alguna referencia a este tópico en Costa Rica, aunque en la concreción y cumplimiento sigue observando problemas. 

En el caso de los testigos también se plantean algunas alternativas para reducir los costos de su protección: utilización de la protección procesal de no revelar la identidad del testigo durante todo el juicio, ya que ello podría reducir la necesidad de utilizar otros medios de protección que impliquen gastos de manutención.  

TERCERA REFLEXIÓN

Las víctimas o testigos de TdP, colaboren o no , requieren de medidas de protección especiales que deben incluirse en disposiciones normativas específicas ¿es correcta esta afirmación?

Cite 5 posibles medidas especiales que diferencia a las víctimas y o testigos de trata de personas.

Hubo dos tipos de valoraciones en esta reflexión:

La primera relativa a si es necesario tener o dotar de medidas especiales a las víctimas o testigos del delito de Trata de Personas. Sobre ello se expresó que no es necesario tener esa diferenciación, sino más bien tener medidas integrales de protección que puedan ser útiles para las víctimas y testigos de trata así como a testigos y víctimas de otro delito. Además de integrales, deben ser eficaces y oportunas.  
La otra valoración se hizo afirmando que la diferencia que sí debe operar es la que tiene que ver con la forma de asistir o proteger a una persona tomando en cuenta si ella es testigo y/o víctima, pues ambos no son lo mismo, tienen diferente contexto, diferente rol y por ende diferente tratamiento. El testigo es más sujeto de protección y la víctima más de atención, pero en el caso de trata la víctima podrá requerir muchas veces también la protección. 

El testigo declara en el juicio y la víctima no siempre lo hará, pero siempre amerita de protección y atención. Un asunto que a veces dificulta estas distinciones es la tendencia a colocar en la misma ley la protección a ambas figuras, quizás porque a veces la víctima también testifica, pero ello tiende a veces a disipar la atención hacia la víctima, a la  que se confunde con el testigo o se le trata legalmente –en  materia de protección—  de manera indistinta a aquél.  

En muchos casos los testigos protegidos forman parte de los grupos criminales a los que delatan y pese a ello existe la posibilidad que estén en los mismos albergues o lugares que las víctimas protegidas. Los testigos protegidos, máxime en estos casos requieren de condiciones de seguridad y control muy diferentes a las que requiere una víctima, sobre todo en delitos como el de trata de personas. 

CUARTA REFLEXIÓN 

De acuerdo al concepto de víctima, la víctima directa puede trae víctimas secundarias: parientes, etc. Cómo manejar estos elementos dentro de un programa de protección de víctimas y testigos.

Se manifestó por parte de los participantes que es obvio que en muchos casos la atención y protección sólo de la víctima resulta infructuosa, pues la situación de vulnerabilidad se extendió naturalmente a sus allegados.

Sin embargo aunque ello es cierto, se tiene que si ni siquiera se ha podido atender dignamente a las víctimas directas, es ilusorio pensar en la tención a grupos de víctimas indirectas sin tener recursos. En consecuencia tenemos que no hay protección real si no se consideran a los parientes, pero tampoco se está cumpliendo con la protección a la víctima directa en la mayoría de los casos. 
Un aporte podría ser, además de los ya mencionados de investigaciones proactivas y de protección de identidad de víctimas y testigos, el que las autoridades no brinden información de los casos a los medios de comunicación: no dar nombres de víctimas, no dar información sobre avances de investigaciones, para arriesgar lo menos posible a los más vulnerables: las víctimas directas, pero también sus parientes. 

Lamentablemente una cosa es clara: sin dinero nada es posible, sólo son buenas intenciones. 
